Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 5 minutos.) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Solicitud de audiencia de los vecinos de Empalme Olmos, Cañada Grande. Adjuntan 
información de la Universidad de la República y la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


Solicitud de audiencia de la Asociación Todos Unidos Enfermedades Raras Uruguay por el 
proyecto sobre enfermedades raras. 


Solicitud de audiencia de la Mesa Coordinadora de Cajas de Auxilio. 


Versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor Edil Agustín Rodríguez 
relativas a su exposición titulada “Alimentación en los centros educativos, de Enseñanza Pública”. 


Nota del Ministerio de Salud Pública adjuntando copia de una resolución relacionada con los 
cometidos y la integración de la Comisión Nacional Honoraria Asesora en Salud Sexual y Reproductiva. 


Solicitud de audiencia del Centro de Ayuda Social a Enfermos Neuromusculares, proyecto de 
ley por el que declara el 2 de junio de cada año 'Día Nacional de la Miastenia Gravis”. 


Solicitud de audiencia del Comité de Crisis del Sindicato Médico del Uruguay por la inminente 
entrada en vigencia del artículo 69 de la Ley N* 18.211. 


Solicitud de audiencia de la Asociación Uruguay de Técnicos en Hemoterapia para poner en 
conocimiento a los señores Senadores sobre la situación funcional y salarial de los técnicos y 
auxiliares de hemoterapia y bancos de sangre dependientes de ASSE a nivel nacional. 


Solicitud de audiencia de la Asociación Uruguaya de Pacientes con Enfermedades 
Lisosomales, en relación al proyecto de ley. 


Versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la señora Edila Libertad Pintos 
relativas a un proyecto de ley sobre salud sexual y reproductiva de la Junta Departamental de Durazno. 


Solicitud de audiencia del Fondo de Ayuda Social para el Personal del Centro de Navegación 
y Empresas Asociadas.” 


Con relación a las solicitudes de audiencia relacionadas con el tema de las Cajas de Auxilio, 
se les comunicará a los interesados que serán recibidos cuando se remita el proyecto que actualmente 
está a consideración de la Cámara de Representantes. Tendremos que ir viendo posibles días de 
reunión. 


(Ingresa a Sala la delegación de la Cámara Uruguaya de Fitomedicamentos, Productos 
Naturales y Afines) 


La Comisión de Salud Pública del Senado tiene el agrado de recibir a los representantes de 
la Cámara Uruguaya de Fitomedicamentos, Productos Naturales y Afines para abordar temas de su 
interés. Queremos aclarar a nuestros invitados que con respecto a cualquier tema que quede 
pendiente, pueden hacer llegar a nuestra Secretaría un memorándum para completar su intervención. 


Sin más trámite, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR ALMADA.- Señora Presidenta: en primer lugar, quiero decir que mi nombre es Raúl Almada y 
que soy el Presidente de la Cámara Uruguaya de Fitomedicamentos, Productos Naturales y Afines; en 
esta oportunidad me acompaña el Presidente de la Comisión Fiscal, Contador Tabaré Ribas. 


En segundo término, señalo que esta Cámara fue creada con el objetivo de dar 
trascendencia y desarrollo a un sector importante en la vida nacional, que tiene que ver con los 
fitomedicamentos -los fitofármacos- y que implica una cadena de producción, puesto que en la 
Cámara se agrupan empresas que van desde la gente que tiene una chacra y planta hierbas 
medicinales o aromáticas, hasta las empresas que, en su etapa final, elaboran un producto con calidad 
farmacéutica que se llama fitomedicamento. En el medio están todas las empresas que comercializan 
medicamentos herbales y otras hierbas aromáticas, hierbas medicinales en diferentes formas como 
tinturas, homeopatías, etcétera. 


En virtud del interés demostrado en la Presidencia del doctor Tabaré Vázquez, y también por 
el actual Presidente, está claro que este sector puede tener trascendencia en la atención primaria de 
la salud, puesto que se trata de medicamentos que se pueden desarrollar a partir de hierbas 
nacionales, teniendo entre ellas algunas de muy alta jerarquía y que son buscadas en el mundo entero. 


Nuestro interés es dar a conocer a los señores Senadores que esta Cámara ha caminado ya 
durante algunos años y ha desarrollado una serie de actividades que se detallan en un material que he 
tenido el gusto de traer a esta Comisión para que conozcan quiénes somos, qué hemos hecho y 
algunos de los trabajos importantes que hemos desarrollado. Seguramente el señor Senador Agazzi 
conoce bien este tema. 


El fin que persigue la Cámara es que esta actividad tenga una trayectoria tal que haga que la 
cadena de producción que implica pueda desarrollarse y abarcar todos los sectores. Si pensamos que 
un plantador de hierbas aromáticas o medicinales en media hectárea de campo puede obtener más 
rentabilidad que la que tiene en 5 hectáreas plantando vegetales, nos damos cuenta de que hay una 
posibilidad real de desarrollar el sector básico. Y si vamos hacia arriba en la cadena, vemos que se 
pueden generar extractos, tinturas y demás a partir de esas hierbas o de esas plantas aromáticas que 
tienen una gran demanda en el mundo y podrían tener una enorme capacidad de ocupar mano de obra 
y de contener diferentes estratos sociales que queremos desarrollar. 


Por otra parte, cuando se tiene un producto terminado, cabe pensar en la posibilidad de su 
ingreso, tal como lo recomienda la Organización Mundial de la Salud, al ámbito de la atención primaria 
de salud, ahorrándole divisas al país. Se trata de empresas nacionales -algunas microempresas- que 
evitarían la salida de divisas como royalties o como costos elevados en medicamentos destinados, 
fundamentalmente, a la atención primaria de salud, idea que parte de la OMS y de la OPS y se está 
usando mucho en América Latina. Algunos países han avanzado más que nosotros y ya han generado 
una reglamentación para amparar a este sector. En la Argentina ya hay provincias que a partir de 
plantas autóctonas han desarrollado medicamentos locales para atender infecciones respiratorias, 
trastornos de tipo digestivo como úlceras, etcétera. 


De manera que pensamos que este sector tiene una posibilidad de desarrollo con un 
contenido social muy elevado que, más allá de que el volumen de negocios y la parte exportable, que 
también es viable en escala importante, no serían de la dimensión de otros negocios que el país 
encara, reitero que sí tendría un impacto social muy fuerte por todo lo que he expresado. Además, hay 
posibilidades de establecer en el país, por ejemplo, una planta de extracto a partir de plantas 
medicinales, algunas de las cuales tienen enorme trascendencia. Como quizás sepan los señores 
Senadores, la marcela tiene un desarrollo muy importante en el mundo, con una acción terapéutica ya 
avanzada en el estudio del Instituto de Ciencias Biológicas. También la carqueja es muy demandada en 
el mundo, por la cantidad de antibióticos que posee. 


Entonces, tendríamos posibilidades de generar áreas de entrenamiento con plantaciones 
básicas para que los jóvenes aprendan a plantar hierbas medicinales, luego se genere un área para 
secado de esas hierbas y posteriormente tener sectores de extracción de extractos que hoy debemos 
importar. Por ejemplo, en mi caso, que estoy en la punta de la cadena, o sea, en el sector industrial, 
tengo que importar todos los extractos porque no se pueden hacer en el país, cuando podrían 


prepararse con inversiones muy pequeñas. Este es el motivo por el cual pensamos que si 
conseguimos sensibilizarlos a todos ustedes sobre el tema -ya lo hemos hecho en la Cámara de 
Representantes, más precisamente en la Comisión de Salud Pública, donde se han interesado 
bastante sobre este asunto- este sector podrá tener una posibilidad de desarrollo real para un grupo de 
gente; si agrupamos al total de las empresas -abarcando a todos los sectores- estamos hablando de 
1.500 a 2.000 personas. 


SEÑOR RIBAS.- Donde estamos encontrando una traba para el desarrollo es en lo que tiene que ver 
con su regulación. Es allí a donde estamos apuntando porque las normas que están funcionando en 
Salud Pública están hechas como para productos derivados de la industria química, por lo que no hay 
normas ajustadas a este tipo de productos. Por tanto, es allí donde estamos encontrando dificultades 
para el desarrollo. 


Lo que también vamos a tratar de conseguir -como decía el señor Almada- es algún tipo de 
estímulo o apoyo para esta cadena de valor, que comienza en la parte de la producción. Además, 
tienen las características de ser producciones hechas en minifundios, normalmente por mujeres, y tiene 
ese gancho de arraigo en el campo. Pero también buscamos, fundamentalmente, que este nicho -al 
que estamos apuntando- sea de producción con certificación orgánica. Esto lleva a la necesidad de 
que las plantaciones sean hechas con determinadas normas de higiene, de conducta y seguimiento. 
De esta manera se crea una cultura que después se traslada al baño, a la cocina y a todos los 
aspectos de salud del ambiente. 


Entendemos que esta cadena tiene un alto contenido social, más que uno económico. 
Apuntamos a que la sensibilidad de los señores Senadores -como en más de una oportunidad se 
ha dicho- y la nuestra permita aportar estas formas de trabajo sanas y productivas. 


SEÑOR ALMADA.- Como ustedes ven, ya hemos trabajado dentro de la Cámara de Fitomedicamentos 
desarrollando un manual de buenas prácticas, lo cual se hizo en combinación con el LATU y con el 
apoyo de PACPYMES. También se ha hecho alguna clasificación de hierbas. Es decir que hace años 
que estamos avanzando y generando en nuestros socios conocimientos aplicables a las tareas a que 
están abocados, ya sea el plantador, el que recolecta, quien seca las hierbas o, finalmente, el que 
prepara los extractos. Ese material fue realizado por nuestra Cámara con el fin de ir progresando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Qué idea tienen del grado de patentamiento de muchos de estos 
productos? Nosotros no somos una colectividad o sociedad que esté acostumbrada a patentar lo que 
tenemos, y en el mundo la posibilidad de patentar es la única que da salvaguarda a determinados 
avances. 


Por otra parte, quisiera saber si han iniciado algún trámite ante el Ministerio de Salud Pública 
para el reconocimiento de todo esto y si creen que dicho trámite se ha trabado, de manera de saber 
cuáles son las dificultades que pueden existir en la Cartera. 


SEÑOR ALMADA.- Con respecto al Ministerio de Salud Pública, particularmente quien habla ha 
participado en una Comisión, la cual en su momento estaba integrada por la Directora del 
Departamento de Medicamentos, Raquel Ramilo, la química Beatriz Luna, el químico Heinzen, 
catedrático de Farmacognosia de la Facultad de Química y dos integrantes de la Cámara. Allí se quería 
generar un reglamento que fuera acorde a los que existen en América Latina, a los efectos de poder 
tener una normativa para registro de este tipo de productos. Aunque tal vez ustedes lo desconozcan, 
en otras partes del mundo se comercializan como complementos dietarios, como nutracéuticos o como 
otras formas, pero no propiamente como medicamentos. La reglamentación que tiene el Uruguay para 
medicamentos fitoterápicos es muy similar a la que aplica a los medicamentos alopáticos o químicos. 
Quiere decir que se ha trabajado pero el Ministerio no se ha expedido al respecto. Esa Comisión 
existió, como así también otra para tratar el tema de la reglamentación de productos homeopáticos. 


Con respecto al patentamiento, tal cual lo dice la Organización Mundial de la Salud en su 
informe del año 2010, el 80% de la población mundial no accede a otros medicamentos que no sean 
estos, pues ciertos países no tienen posibilidades de comprar todo lo que está patentado. Es de uso y 
costumbre manejar las hierbas del país en forma amplia y extendida. México ha logrado una 
reglamentación muy interesante bajo el nombre de “medicamentos herbolarios”, en la cual trata de 
incluir la mayor cantidad posible de hierbas del país. Por su parte, Brasil tiene una reglamentación 


vigente y Argentina está a punto de aprobar una. Hemos estado en el Aula Magna de la Facultad de 
Medicina en que se presentó ese proyecto de reglamentación con apoyo del Parlamento argentino, en 
primera instancia del Senado, hace dos años, y ahora ya está a punto de aprobarse. 


En materia de patentamiento, lo que generalmente ocurre es que las grandes multinacionales, 
en la Amazonia, en el Uruguay o en cualquier lado, consiguen una planta, la llevan a Japón, a Estados 
Unidos o a Europa y luego hacen el extracto del principio activo y lo patentan. Esa no es la idea en este 
caso porque si se patenta un principio activo, luego se hará un medicamento sintético con todos los 
defectos que estos tienen, cargados de efectos secundarios. Cuando se usa el totum funcional de la 
planta, se la utiliza en su contexto total, que tiene una acción terapéutica, resinas y otros componentes 
que evitan los efectos de los medicamentos alopáticos. Como acaba de suceder con la ciletramina, 
todos los años caen 500 ó 600 moléculas de medicamentos químicos porque aparecen efectos 
secundarios. El uso de las plantas viene de miles de años y continua igual. 


En definitiva, queremos una reglamentación que ampare y desarrolle al sector desde ese 
punto de vista, sin necesidad de patentes. 


SEÑOR AGAZZ!I.- El planteo que ustedes hacen es muy importante, y aunque no para medicamentos, 
en materia de condimentos está muy generalizado y se están cultivando hierbas no tradicionales para 
otros usos que no sean los industriales. Hay mujeres organizadas trabajando en esto que han recibido 
apoyo de las políticas públicas. 


Por otro lado, quisiera hacer la siguiente pregunta. Aquí hay que desarrollar mucha 
investigación y hay que hacer mucho trabajo de innovación. En el marco de las políticas públicas hay 
recursos disponibles para tareas de innovación. Lo interesante en esto es conseguir emprendedores 
que estén dispuestos a llevar adelante estas actividades y que pueden tener ayudas para hacerlo. Se 
necesita de empresarios con capacidad de gestión. Se habla mucho de estos temas vinculados al uso 
de lo natural, a los productos de la abeja, pero hay que trabajar y producir algo concreto. Para ayudar a 
que esto exista, hay financiamiento. Ustedes conocen estos fondos que maneja la ANIl y 
emprendedores que han comenzado a hacer estos trabajos. 


SEÑOR RIBAS.- En este momento se está haciendo un estudio con el epilobio en el Pasteur por 
intermedio de la gente de Botica del Señor. Hemos recibido el apoyo de PACPYMES y nos hemos 
entrevistado con autoridades del Ministerio de Industria, Energía y Minería que nos recibieron muy 
bien. Podemos decir que existen emprendedores como para seguir adelante; sin embargo, todo esto 
forma parte de un conjunto. No queremos desarrollar una especie para luego tener que salir a ver a 
quién le vendemos el producto. Lo que vamos a plantear ante el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería -y ante quien nos apoye- es que queremos salir al exterior para ver qué necesita el mercado y 
luego producir en función de esas necesidades. 


Como se decía, la norma regulatoria está trabada porque, si bien la Comisión existió, tuvo 
muchas dificultades. No se contó con el apoyo legal o con un marco que estableciera que se trataba de 
un sector estratégico para que los Ministerios le dieran la importancia que se merece, ya que se trata 
de algo que el país necesita. 


SEÑOR ALMADA.- Contestándole al Senador Agazzi, debo decir que hemos llevado adelante este tipo 
de emprendimientos. Particularmente, nuestra empresa desarrolló un producto en base a la mezcla de 
12 vegetales de hoja de uso común, denominado “Vegetales Plus”, que fue premiado por el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería. Lo mandamos a analizar a la Universidad de La Sapienza en Italia -el 
mejor instituto de Europa dedicado a este tipo de análisis- y este producto que, como dije, comprende 
doce vegetales, sería el antioxidante más poderoso del mundo. Por tanto, su desarrollo tiene gran 
potencialidad y pretendemos llevarlo a la práctica utilizando plantadores orgánicos, tal como aquí se 
plantea. Como podrán ver, hemos avanzado, pero queremos seguir adelante. 


SEÑOR FONTICIELLA.- Quisiera saber si existe alguna zona del país más apta para el desarrollo de 
estas especies y si ustedes han dado difusión a los cultivos. 


SEÑOR ALMADA.- No; cualquier zona del país que no esté altamente contaminada por químicos 
puede estar apta. Por ejemplo, hay muchas zonas que se han dejado de cultivar durante años por 
diferentes razones y podrían ser ideales para plantaciones orgánicas de este tipo, como ser, plantas 


medicinales, verduras orgánicas o aromáticas. Como muy bien decía el contador Ribas, esto se puede 
llevar a cabo en pequeños predios atendidos por mujeres, con resultados muy interesantes para el 
desarrollo. Además, puede significar un ancla para algunas familias que ven irse a sus hijos. Esta 
Cámara pretende generar una escuela de entrenamiento -que ya la tenemos más o menos organizada- 
para jóvenes. Como verán, estamos caminando y seguiremos haciéndolo. 


Queríamos que nos conocieran y que supieran qué camino estamos transitando. En cuanto a 
la reglamentación, nos remitiremos al Ministerio de Salud Pública. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha sido un gusto recibirlos. El planteo ha sido muy interesante y tienen las 
puertas abiertas. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Cámara Uruguaya de Fitomedicamentos, 
Productos Naturales y Afines) 


(Ingresa a Sala una delegación representante de CRYSOL, Asociación de Ex Press 
PolíticWs del Uruguay) 


La Comisión de Salud Pública del Senado tiene mucho gusto en recibir a la Asociación de Ex 
Presas y Ex Presos Políticos del Uruguay. Antes de cederles el uso de la palabra les queremos decir 
que lamentablemente contamos con poco tiempo porque teníamos muchas entrevistas postergadas 
debido a la consideración del Presupuesto Nacional, que acabamos de aprobar. Por eso optamos por 
recibir, en la primera sesión de esta Comisión después de esa instancia, a la mayor cantidad posible de 
delegaciones, pero con un tiempo acotado para la realización de sus planteamientos No obstante, si 
entienden que el tiempo no les es suficiente, pueden enviar un memorándum, el que será repartido a 
todos los integrantes de la Comisión a través de la Secretaría. 


SEÑOR TAROCO.- En primer lugar, queremos agradecer que hayan tenido la amabilidad de recibirnos 
y escuchar nuestro planteo. 


Solicitamos esta reunión con el propósito de informar y, obviamente, solicitar la intervención 
de los señores Senadores a los efectos de encontrar una solución a este tema que nos preocupa e 
involucra al Poder Ejecutivo. Este asunto tiene que ver con la aprobación del Decreto N* 297/10, que 
rechazamos en su actual formulación y que pretendemos sea reconsiderado. Como es de su 
conocimiento, ambas Cámaras aprobaron el año pasado la Ley N* 18.596, de reparación a las 
víctimas del terrorismo de Estado, aprobada a 25 años del retorno de la institucionalidad, como 
resultado de la amplia y masiva labor desplegada por las organizaciones representativas de las 
víctimas. La Ley N* 18.596 establece explícitamente la responsabilidad que le corresponde al 
Estado uruguayo por haber violentado el derecho a la vida, a la integridad psicofísica y a la libertad de 
miles de uruguayos y uruguayas durante el período iniciado el 13 de junio de 1968 dentro y fuera de 
las fronteras nacionales. Si bien en su texto se establece claramente el derecho a la reparación integral 
para todas las víctimas del terrorismo de Estado, a nuestro entender y de acuerdo a lo estipulado por la 
Resolución 69/147 de las Naciones Unidas, dicha ley no es ni puede considerarse una norma de 
reparación integral. Entre las varias razones, cabe mencionar que no asegura el principal derecho que 
tienen todas las víctimas de violaciones a los Derechos Humanos de acuerdo a las normas nacionales 
e internacionales, esto es, el derecho a la verdad y a la justicia, lo que está impedido por la vigencia de 
la Ley N* 15.848 de diciembre de 1986, es decir, la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. No obstante lo expresado anteriormente, consideramos que la aprobación de dicha ley fue un 
paso importante en el camino de la transición democrática, de la superación de las heridas aún 
abiertas por el proceso cívico-militar y del cumplimiento de las obligaciones por parte del Estado hacia 
las víctimas. 


Como es de conocimiento público, la Ley N* 18.596 establece en su artículo 10 que las 
víctimas del terrorismo de Estado que hubiesen permanecido más de seis meses sin haber sido 
procesadas, que hubiesen sido procesadas, que hubiesen sufrido lesiones gravísimas a raíz o en 
ocasión del accionar de agentes del Estado o que, siendo niños o niñas, hubiesen sido secuestradas o 
hayan permanecido en cautiverio con sus padres, tendrán derecho a recibir en forma gratuita y vitalicia, 
si así lo solicitaren, prestaciones médicas que incluyan la asistencia psicológica, psiquiátrica, 
odontológica y farmacológica que garanticen su cobertura integral de salud en el marco del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. Al mismo tiempo, dicha norma otorga rango de ley a las disposiciones del 
Decreto N* 268/008, que estableció la atención en salud para todos los beneficiarios de la Ley N* 
18.033. 


Dado que el Sistema Nacional Integrado de Salud está conformado, de acuerdo a la Ley N* 
18.211, de 13 de setiembre de 2007, por prestadores públicos y privados de atención integral a la 
salud, es claro que la voluntad del Legislador en aquel entonces fue consagrar a todos los beneficiarios 
el derecho a la libre opción del prestador de salud; voluntad que, por cierto, fue ratificada por la 
promulgación del Poder Ejecutivo anterior. Esta misma interpretación del alcance de la ley fue 
realizada por el Ministerio de Salud Pública, al presentar en el mes de julio un proyecto reglamentario 
cuyo contenido, en líneas generales, fue acordado con nuestra organización. Sin embargo, el día 6 de 
octubre del presente año el Poder Ejecutivo emitió el Decreto N* 297/010, que, desconociendo lo antes 
establecido, solamente otorga la atención médica en el área pública, de tal manera que se excede 
notoriamente en sus potestades y atribuciones. La potestad del Poder Ejecutivo de reglamentar la 
modalidad y la extensión de las prestaciones establecidas no puede suponer, en ningún caso, la 
facultad de limitar o restringir los derechos conferidos en la ley a los beneficiarios, cosa que 
efectivamente hace el decreto mencionado. Es realmente sorprendente que el Poder Ejecutivo, al 
reglamentar una ley sumamente tardía -destinada a reparar y a dignificar a las víctimas del accionar del 
Estado- que consagra el derecho a la reparación integral y establece la atención vitalicia y gratuita, lo 
haga restringiendo y cercenando derechos expresamente establecidos en el texto legal. De acuerdo 
con las normas constitucionales vigentes, por las cuales tanto luchamos junto a los trabajadores y el 
conjunto del pueblo uruguayo, no es potestad del Poder Ejecutivo modificar las leyes aprobadas por el 
Poder Legislativo y mucho menos cuando se trata, como en este caso, de un proyecto de ley originado 
en el Gobierno anterior. El decreto reglamentario del artículo 10 de la Ley N* 18.596, 
recientemente aprobado por el Poder Ejecutivo, constituye, a nuestro entender, un ejemplo claro de 
modificación de la ley -en este caso, aprobada el año pasado por el Parlamento uruguayo- ya que 
restringe, sin ninguna fundamentación, un derecho claramente establecido por la norma. Al reclamar 
que el Poder Ejecutivo respete el espíritu y el texto de la norma aprobada legítimamente, defendemos 
un derecho explícitamente consagrado y, al mismo tiempo, reafirmamos y defendemos los principios 
del funcionamiento democrático, que se violentan mediante dicho decreto. 


En ese sentido, deseamos informar a los señores Senadores que el día 13 de octubre 
presentamos como organización una nota al señor Presidente de la República, en la que le solicitamos 
formalmente la reconsideración del Decreto mencionado por las razones anteriormente expuestas. 
También en defensa del derecho a la libre opción del prestador de salud consagrado por la Ley N* 
18.596, el día 22 de octubre entablamos un recurso contra el mencionado Decreto en tiempo y forma, 
con la firma de más de quinientos ex presos políticos beneficiarios. 


Señores Miembros de la Comisión de Salud Pública: a más de veinticinco años del retorno al 
régimen constitucional es mucho lo que aún resta llevar a cabo para superar las heridas abiertas del 
período de terrorismo de Estado. A nuestro entender, aprobar una ley de reparación integral que 
cumpla cabalmente con la Resolución N* 60/147 de las Naciones Unidas y con la Convención contra 
la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes al mismo tiempo que supere las 
diferentes carencias y omisiones de las distintas leyes reparatorias que se han aprobado, es un 
requisito básico y esencial para avanzar en la transición democrática iniciada el 1% de marzo de de 
1985, que aún está pendiente de resolver por parte del Estado uruguayo. 


En nombre de nuestro colectivo CRYSOL, Asociación de Ex Presas y Ex Presos Políticos de 
Uruguay, solicitamos a los señores Senadores que en lo inmediato la Comisión de Salud Pública como 
tal reconozca la justeza de nuestro planteo, que lo acoja como corresponde, que se pronuncie al 
respecto y que exhorte al Poder Ejecutivo a reconsiderar el Decreto 297/10 a la mayor brevedad, a 
efectos de respetar el espíritu y el texto de la Ley N* 18.596 en lo atinente al derecho de las ex presas 
y ex presos políticos -entre otras categorías de víctimas- a la libre elección del prestador de salud, en el 
marco del Sistema Nacional Integrado de Salud consagrado en el artículo 10 de la mencionada Ley. 


SEÑORA VERNIER.- Señoras y señores miembros de la Comisión de Salud Pública: han pasado ya 
veinticinco años. Miles de compañeros y compañeras han fallecido a causa de la aparición de 
enfermedades infecciosas degenerativas, inmunodepresoras, neoplasias, lesiones osteomioarticulares, 
enfermedades cardiovasculares, respiratorias, alteraciones renales, indicadores de cáncer con 
evoluciones fulminantes y enfermedades Psíquicas y Psicológicas. Estas son algunas de las tantas 
manifestaciones de este grupo de alto riesgo específico, que presenta una menor expectativa de vida 
respecto al resto de la población, al igual que una mayor tasa de morbimortalidad, cuyos daños tienen 
efecto transgeneracionales, ya que por lo expuesto condicionan a los familiares más cercanos, hijos y 
nietos. Esto tiene confirmación científica por estudios realizados a nivel nacional e internacional a estas 
poblaciones de riesgo. La Comisión de Salud de CRYSOL viene trabajando desde que la aprobación 
del Decreto 268/2008 dio un marco legal a la implementación de la asistencia en salud para 
concretarla efectivamente. A pesar de la sensibilidad y buena disposición de algunas autoridades, la 
implementación de las resoluciones aprobadas no se materializa como es de esperar y como 
corresponde. Es así que aún no contamos con servicios de emergencia móvil, a pesar del compromiso 
asumido por las autoridades del Ministerio de Salud Pública y de ASSE en las primeras reuniones que 
por estos problemas comenzamos a mediados de 2008. La atención Psiquiátrica y Psicológica carece 
de una infraestructura adecuada, lo que es altamente preocupante para este grupo por las 
especificidades relatadas y bien conocidas. Nos alarma enormemente el hecho de que aún no se nos 
haya resuelto a nosotros, nuestros familiares, hijos y nietos la correcta y debida atención en esta área 
tan importante, que condiciona negativamente nuestra calidad de vida. No tenemos la posibilidad de un 
consultorio con amplio horario para atención especializada, para la atención grupal tampoco se cuenta 
con el espacio adecuado para esa terapia, y hay más de cuarenta compañeros y compañeras en lista 
de espera. La atención especializada, que se demora demasiado en tiempo real, producto de la 
saturación de los servicios y otros inconvenientes, lleva a que muchos compañeros y compañeras 
abandonen sus tratamientos y no vuelvan a su médico de referencia. Existen patologías y 
complicaciones oftalmológicas, cardiovasculares, ginecológicas, lesiones articulares, alteraciones 
renales, psíquicas y psicológicas -como relatábamos antes- lesiones visibles e invisibles por torturas 
cuyos daños son irreversibles. 


El artículo 10 de la Ley N* 18.596, reglamentado por el Decreto Ley N? 297 del 2010, 
consagra la atención integral en salud pública a través de ASSE. El Poder Ejecutivo asume la 
responsabilidad del Estado promulgando leyes reparatorias que tienen grandes dificultades para 
materializarse y dar respuesta a las víctimas de graves violaciones en Derechos Humanos. La vigencia 
del Decreto 297 de 2010 permite la implementación, con la rapidez que requiere la atención en salud, a 
este grupo específico. Hace veinticinco años que esperamos se cumpla con los Derechos Humanos, 
poniendo en práctica la aplicación de los principios y directrices de la Resolución 60/147 de Naciones 
Unidas. Al día de hoy, la mayoría de compañeras y compañeros ya muertos se han ido sin haber 
recibido la atención que merecían por haber sido víctimas del terrorismo de Estado. 


Señoras y señores miembros de la Comisión de Salud Pública: la Ley  N* 18.596 consagra 
el derecho a una reparación integral a todas las víctimas del terrorismo de Estado y el artículo 10 
establece los parámetros generales para la atención en salud. El Decreto N* 297 del Poder Ejecutivo 
establece que dicha atención se realizará en los servicios de ASSE pero, como hemos señalado a lo 
largo de la intervención, mucho queda por implementarse aún. 


Solicitamos, entonces, a la Comisión de Salud Pública, que tome en cuenta nuestra 
preocupación al respecto, la acepte y le manifieste al Ministerio de Salud Pública la necesidad de 
actuar con decisión y energía para implementar de manera rápida, efectiva e integral los servicios en 
salud que todas las víctimas del terrorismo de Estado requieren para no seguir dilatando la 
efectivización de estas necesidades apremiantes. 


SEÑORA VASELLI.- Quiero decir que, con CRYSOL, incluso desde antes del decreto, mantuvimos 
muchas entrevistas para intentar cubrir las necesidades de varios compañeros que tenían graves 
situaciones de salud de todo tipo, tal como fue relatado. Hoy en día, más allá de que se nos quita la 
posibilidad de una atención con opción por mutualista, hay que tener en cuenta que hay personas de 
mucha edad que hace tiempo se atienden allí y prácticamente todo se les va en remedios; están en 
situaciones bastante precarias. Por eso hacemos este reclamo contundente, ya que es necesario que 
contemos con la opción -como otros sectores de la población- de salud, además de que estamos 
renunciando a nuestra jubilación. 


Por otra parte, quisiera poner un ejemplo y es el de la compañera Raquel Díaz, que fue 
detenida en Treinta y Tres siendo menor y pasó por gravísimas torturas -su madre también fue presa 
política- quien actualmente está con riesgo de perder una pierna a raíz de que es diabética, le tienen 
que hacer un by pass y le dicen que no hay lugar y no saben cuándo lo habrá. Supuestamente hay una 
lista de veinte personas, pero ella ni siquiera está allí. Hay que recordar que en la Cámara de 
Representantes se votó para implementar lo relativo a la salud pública, es decir que estamos hablando 
de lo que ya salió y no de lo que estamos reclamando. Por lo tanto, tampoco se está llevando a cabo 
con la rapidez que se necesita, porque esta compañera, después de todo lo que sufrió, ahora corre el 
riesgo de perder una pierna porque no hay lugar para operarla. Si se votó un Presupuesto, me 
pregunto qué sucede; no se trata de que estemos en la lista de todos los usuarios de Salud Pública, 
sino que hay recursos para que eso se solucione rápidamente. Este es solo un ejemplo que tenemos 
como grave y urgente, pero hay más casos como el de compañeros que esperan por prótesis, 
etcétera. Por supuesto que a raíz de lo que sucede, aquellos compañeros con problemas psiquiátricos 
o psicológicos, que esperaban alguna respuesta por la anulación de la Ley de Caducidad han visto 
terriblemente agravada su enfermedad, por estas idas y venidas de aspectos que ya han sido 
aprobados por el Parlamento. 


Mi intención es hacerles llegar lo que hoy en día nos está pasando: se aprueba una ley que 
reglamenta la parte de salud recién al año y después no se instrumenta. 


SEÑOR AGAZZI.- Entiendo la exposición realizada por la delegación, pero quiero señalar que cuando 
se aprobó la ley que garantiza la reparación en la atención de salud, no se discutió este aspecto. En 
ese momento, nadie lo planteó. El artículo es genérico, “garante del acceso a la salud de las víctimas 
de terrorismo de Estado”; no se puede inferir que la ley no cumple con lo que allí se establece. 
Comprendo cuál es la aspiración que tienen -lo siento así desde el punto de vista humano, político y 
teniendo en cuenta el proceso del Uruguay- pero debo advertirles que su situación es igual a la de 
1:200.000 uruguayos, que también tienen derecho a la salud. Reconozco que integran una población 
con problemas particulares; eso es evidente y así lo fundamentan, pero quiero referirme a cuál es la 
realidad, porque hay mucha gente que también precisa atención. Cabe señalar que en la Ley de 
Presupuesto a que hicieron mención se votaron recursos importantes para mejorar la salud de todo el 
pueblo. Estamos avanzando con el fin de construir un sistema integrado de salud que dé respuesta a 
las necesidades de atención de todo el pueblo, de todos los ciudadanos, estén donde estén, y también 
de ustedes. Desde luego que la resolución del planteo que ustedes hacen es delicada y va a ser objeto 
de un análisis más profundo del que yo estoy haciendo. No obstante, mi intención es recibir el planteo y 
hablarles de frente; este tema va a ser discutido por los distintos partidos que integran el Parlamento y 
luego veremos lo que se resuelve. 


Es cuanto quería señalar. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiero puntualizar que nuestro planteo -no queremos entrar en discusión sobre 
el sistema de salud, porque no nos corresponde- se refiere a aspectos que nos fueron otorgados por la 
ley que aprobó el “Sistema Nacional Integrado de Salud”. Esto está debidamente reglamentado y por 
eso reclamamos nuestro derecho. Inclusive, cualquier trabajador tiene derecho a esa opción. No 
estamos pidiendo que se contemple una situación particular ni nada que el Legislador no haya votado. 


SEÑOR GRISONI.- Voy a hacer una precisión respecto a lo señalado por el señor Senador Agazzi. El 
artículo 10 establece claramente el derecho a la atención en el marco del Sistema Nacional Integrado 
de Salud, haciendo referencia a la Ley N* 18.211 del año 2007. Hemos señalado en el recurso que 
hemos presentado por vía administrativa -y que el señor Senador recordará- que uno de los principios 
básicos y esenciales, según la ley mencionada, es el derecho a la libre opción del prestador de salud, 
que es lo que consagra el artículo 10 de la Ley N* 18.596. No estamos reclamando algo nuevo, sino 
simplemente interpretando la norma. Pretendemos que el texto que ha sido aprobado no sea 
modificado por parte del Poder Ejecutivo. Si no se percataron de lo que se votó, no es responsabilidad 
de los beneficiarios de esa norma, que son los que reclaman que el Poder Ejecutivo la reglamente de 
acuerdo con el texto y con el espíritu. Les vamos a hacer llegar a todos los miembros de la Comisión 
de Salud Pública del Senado la nota que enviamos al señor Presidente de la República, en la cual 
hacemos un planteo con fundamentamos jurídicos y con el respaldo de más de 500 ex presas y ex 
presos políticos, para que el Poder Ejecutivo lo reconsidere. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una aclaración porque no es que no sepamos lo que votamos, 
pero hoy parece que está de moda decir que no sabemos lo que votamos. Algo tuvimos que ver con 


incorporar el derecho a la salud dentro de la ley de reparación. En ese momento en que la discusión 
había ido y venido y se terminaban los tiempos políticos en cuanto a aprobar dicha ley de reparación, 
aun con las limitaciones existentes nos pareció oportuno incorporar ese derecho, ya que el tema de la 
situación sanitaria de muchas y muchos ex presos que no tenían posibilidades de ser atendidos había 
sido reclamado por ustedes en diversas oportunidades. Además, conocemos dicha realidad no solo a 
través de ustedes, sino porque efectivamente sabemos que se trata de situaciones lamentables, que se 
dan luego de la penuria de la tortura en la cárcel. Como decía, se incorporó ese derecho porque nos 
parecía un reclamo justo. Es cierto que el sistema puede dar la posibilidad de optar, pero también hay 
que tener en cuenta que en el sistema estamos todos y en el FONASA -no fue casual la confusión del 
señor Martínez- vamos ingresando progresivamente. Lo que hoy era lógico implementar era una forma 
posible de atención, donde nadie quedara excluido, y eso está dado por ASSE. Entendemos que hay 
sectores de ASSE que están mejor que determinados sectores privados, y viceversa. Es decir, ni el 
sector privado ni el público tienen homogeneidad en los servicios que prestan. 


Quería dejar en claro estos aspectos, porque considero que no es justo hacer la apreciación 
que seguramente haya sido un desliz de expresión. 


Hoy conocemos bien el planteo que se está haciendo y hemos averiguado en más de una 
oportunidad -tanto con el Ministerio de Economía y Finanzas, como con el de Salud Pública- si puede 
existir una alternativa diferente, ante lo cual se nos ha contestado que por el momento no. Al respecto, 
no sé cuál será la suerte que corra el recurso al decreto que ustedes han presentado. 


Ahora bien, quisiera preguntar si ustedes entienden que la accesibilidad en el subsector 
privado podría estar garantizada, o si lo que plantean es que en el subsector privado se esté 
exonerado de todo ticket y copago. Como decía la señora Vaselli, en el subsector privado son 
importantes los costos, cosa que no sucede en el subsector público. Es decir, lo que quisiera saber es 
si consideran que la accesibilidad podría ser real, teniendo en cuenta que se trata de pacientes con 
múltiples enfermedades y, en general, multimedicados, o si lo que plantean es el pasaje al sector 
privado con exoneración de tickets y copagos de toda naturaleza. 


SEÑOR GRISON!I.- Nosotros reivindicamos la interpretación de la Ley que hizo en su momento el 
Ministerio de Salud Pública, que plasmó en un proyecto de decreto acordado con nuestra organización 
y que, posteriormente, fue rechazado. Allí, el Ministerio de Salud Pública entendía que la Ley N* 18.596 
garantizaba el derecho a la libre opción, estableciendo algunas limitaciones en cuanto a la cantidad de 
órdenes gratuitas y de tickes de medicamentos. Es decir, eso es lo que estamos reivindicando en una 
fórmula en cuanto a salud que, en realidad, vino en la propuesta original que remitió el Poder Ejecutivo. 
El proyecto de ley, en su artículo 10 fue remitido desde sus orígenes, como dije, por el Poder Ejecutivo 
y simplemente lo que planteamos en la Comisión en su momento fue que se tuviera en cuenta que ya 
existía el Decreto N* 268/08 de Salud Pública, que se estaba implementando y que se adicionó. Es 
decir que estamos hablando de una propuesta que vino del Poder Ejecutivo y que en el Ministerio de 
Salud Pública fue interpretada en el mismo sentido que lo hicimos nosotros. Pensamos que las 
distintas instancias jurídicas van a terminar concediéndonos lo que está plasmado y lo que queremos, 
simplemente, es evitar estas demoras, estas lentitudes. Sinceramente estamos persuadidos de que el 
Poder Ejecutivo, más tarde o más temprano, tendrá que cumplir la normativa. Esperamos que esto se 
concrete lo antes posible, por lo que estamos exhortando, mediante el diálogo, a que se cumpla con lo 
establecido y se nos ahorren todas estas instancias de procesos jurídicos y de espera del dictamen del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo para plasmar algo que es muy claro y que está en la ley. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero hacer dos reflexiones, una de ellas va en la misma línea de una observación 
planteada por la señora Presidenta en el sentido de que si uno lee cuidadosamente el artículo 10, 
podrá advertir que contiene, asimismo, una incongruencia en tanto el derecho a recibir en forma 
gratuita y vitalicia asistencia médica de tipo integral no está consagrado en el Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Este Sistema prevé el pago de órdenes y tiques ante el consumo de 
prácticamente todos los servicios; de manera que no existe un servicio gratuito y vitalicio en él, salvo 
que el beneficiario tenga determinadas condiciones que lo habiliten a una asistencia totalmente gratuita 
a través de ASSE, pero no del mutualismo ni de los prestadores parciales de servicios, como son los 
seguros privados de tipo comercial. 


La segunda observación tiene que ver con que tradicionalmente en el Uruguay -y esto se ha 
mantenido, por lo menos en la actual instancia de la reforma de la salud- la asistencia prestada por 
ASSE es más completa que la brindada por cualquiera de las mutualistas, en el sentido de que 


comprende una serie de tipos de internación por salud mental, así como atención odontológica y 
farmacológica que no ha sido comprendida -y no se abarca actualmente- por el paquete de beneficios 
que las instituciones de asistencia médica colectiva están obligadas a brindar a sus beneficiarios por el 
Sistema Nacional Integrado de Salud. Es más, entre las metas prestacionales que se han anunciado 
por parte del Ministerio de Salud Pública y el Poder Ejecutivo para el año próximo, figura una 
internación psiquiátrica de carácter bastante limitado en cuanto a su duración. 


Entonces, me hago cargo plenamente de la aspiración que plantean nuestros visitantes, pero 
créanme que desde el punto de vista técnico el tema tiene sus aristas, sus dificultades y, obviamente, 
también repercusiones económicas. Como han reconocido nuestros visitantes, existen listas de espera 
y pasar por delante de una de ellas implica el reconocimiento de un derecho pero a la vez vulnera el 
derecho de otra persona. De manera que hay una serie de consideraciones que debemos tener en 
cuenta y que no son tan simples como parece o como se desprendería de la presentación que han 
realizado nuestros visitantes, de la que participo con buena voluntad. No obstante, entiendo que hay 
que considerar estas otras dimensiones para no crear nuevas situaciones diferenciales que dificulten 
más la prestación de servicios a la totalidad de la población que, en definitiva y en lo personal, es lo 
que me mueve. 


SEÑORA VASELLI.- Nosotros entendemos, inclusive por una cuestión ética, que somos un grupo 
similar a los que se ven afectados cuando ocurre una catástrofe o algo dañino en un país. Tenemos 
todas las dolencias de la población pero, además, un plus en ese sentido además de ser dañados por 
el Estado. Soy consciente de que a veces cuesta entender lo que digo y reconocer en todos los 
ámbitos de la sociedad que este grupo realmente ha sido dañado por el terrorismo de Estado. Como 
dije, cuesta reconocer esto, desde el Presidente hasta la persona que menos empapada esté en el 
tema. Consideramos que este es un problema de impunidad en derechos humanos y a veces nosotros 
mismos -nuestros compañeros- no nos damos cuenta de que cuando ocurre una catástrofe hay un 
grupo de riesgo y de que hay un dinero específico votado por el Parlamento para resolver esto. 

Nosotros no estamos en la misma bolsa que todos, porque ya hay una ley y algo votado 
especificamente para resolver estos problemas; yo no voy a concebir que a la compañera le corten la 
pierna porque está en una lista, porque eso es un disparate y una vergúenza. ¿Quieren los señores 
Senadores que abunde en la situación de esta compañera que fue violada, al igual que su madre, 
cuando era menor al momento de la detención? Esos son casos públicos, como también lo es el de “la 
Chela” -una compañera cañera que militó durante años- a quien la hicieron abortar en los cuarteles y 
tiene muchos problemas para tratarse con fisioterapia y no puede recibir la atención en Salud Pública. 
Y con estos problemas hay compañeros de todos los pelos, porque todos somos uno; hay compañeros 
de todos los sectores, desde 1968 hasta 1985. Yo fui detenida en 1983 y donde encontré y empecé a 
tener una reparación fue con los compañeros, aunque en primer lugar fue con las compañeras en 
Punta de Rieles y luego en CRYSOL. Quiero destacar que también hay compañeros que no estuvieron 
presos pero siempre entendieron el tema. 


Por eso digo que quizás no se entienda que no queremos algo especial; simplemente 
sostenemos que hubo un daño y que Uruguay firma un documento reconociendo la práctica del 
terrorismo de Estado. Sabemos que hay un rubro en dinero, y si en ASSE hay una lista larga, entonces 
que se pague y se opere a nuestra compañera. No se trata de algo extraño lo que decimos, sino de 
una solución práctica. Si hay un rubro, entonces que se pague, y de ese modo no le estamos quitando 
el lugar a ningún ciudadano. Y si es cierto que están preocupados por el pueblo, entonces vayan a 
cualquier hospital y vean lo que sucede. Ayer yo fui al hospital y pude comprobar que no hay algodón ni 
suero. Yo estoy con la gente del pueblo y quiero que la salud sea cada vez mejor. Aclaro que no estoy 
diciendo que no se ha hecho nada, pero sí que hay que resolver inmediatamente la grave situación que 
padecen muchas personas en nuestra población. 


SEÑOR SOLARI.- Acabo de escuchar una especie de afirmación en la que se ha dudado de nuestra 
preocupación por el pueblo. Esa es una duda que no se la admito a nadie; toda mi vida me preocupé 
por el pueblo. De un lado y de otro, no dudo de la buena voluntad y del derecho de quienes nos visitan; 
pero en modo alguno admito que se dude de mi buena voluntad y de mi preocupación por el pueblo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decir que seguiremos con este tema en agenda, porque ya lo hemos 
tratado antes de que vinieran nuestros invitados a esta Comisión y también desde antes de comenzar 
esta Legislatura. Sin dudas, si hay posibilidades de mejorar la situación de un grupo de personas que 
ha sufrido en su propia vida las consecuencias más duras de lo que fue la dictadura, eso va a estar 
entre nuestras preocupaciones y vamos a tratar de mejorar sus condiciones de vida. Lamentablemente, 


hoy no les podemos dar respuestas como las que aspiran a recibir y quiero que se entienda que eso no 
implica no entender o no reconocer, sino ser claros en la explicación porque de nada serviría que 
hiciéramos alguna promesa que luego no fuera cumplida. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiero hacer una puntualización porque, quizás por nuestra falta de práctica en 
el planteo de este tipo de cosas, nos hayamos expresado inadecuadamente. Me parece que queda 
como flotando en el aire que nuestra intención es pedir que todo el mundo pase a la asistencia privada, 
pero lejos estamos de ello. Inclusive, en su momento les señalamos estos aspectos al señor 
Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Pedro Buonomo, y al profesor Apezteguía, 
quienes reconocieron que teníamos derecho a la asistencia; pero eso luego se cambió. Es válido 
también que tengan en cuenta que hay un anteproyecto anterior a este, firmado por el Ministro de 
Salud Pública y acordado con el señor Ministro de Educación y Cultura, Ricardo Ehrlich. 


El problema esencial que se plantea en el sector privado es con aquellos compañeros - 
incluso, estamos hablando de un derecho consagrado- que están con tratamientos muy largos, por 
ejemplo, oncológicos o cardiológicos -no soy muy experto en los temas médicos- porque el cambio 
puede ser duro y traumático. Estoy convencido de que un alto porcentaje de los compañeros, al optar, 
no irá a la salud privada, pero aquí hay un derecho y una necesidad frente a determinadas cosas. 


Reafirmo algo que en lo personal considero muy importante y que ya fue señalado: nosotros 
no estamos en competencia con el resto de la población por los derechos. Deseamos que toda la 
población tenga la mejor atención en salud, pero somos una parte de ella que presenta un problema 
especial y real. La reinserción luego de 25 años no fue fácil; no lo voy a relatar acá. La ley ya nos dio 
ese derecho -eso no está en discusión- el derecho a la atención especial; la ley plasmó el derecho a 
la atención en forma gratuita, aunque se trate de la salud privada. Por lo tanto, lo que no brinde la salud 
privada lo tiene que prestar el Estado, porque lo consagró la ley. 


SEÑOR MOREIRA.- Justamente, ahora estaba leyendo el artículo 10 al que estaban haciendo 
mención. Aquí se habla de asistencia gratuita, vitalicia y prestaciones médicas totales, temas que se 
delegan en la reglamentación del Poder Ejecutivo, porque habla de la modalidad y extensión de las 
prestaciones establecidas. Pero por lo que he escuchado, en algún momento el Poder Ejecutivo tuvo la 
voluntad, aparentemente, de que estas prestaciones fueran brindadas por un privado, con determinada 
exoneración del pago de medicamentos y órdenes médicas. En definitiva, el Poder Ejecutivo es quien 
tiene la potestad, de acuerdo a lo que la propia ley establece, de fijar la modalidad y extensión de las 
prestaciones dispuestas en los incisos precedentes. Este es un tema de resorte exclusivo del Poder 
Ejecutivo ya que puede inclinarse por una solución u otra, es decir, por un prestador público o por un 
prestador privado; o sea que el Poder Ejecutivo lo tiene que determinar a través del Ministerio 
correspondiente, que es sin duda el de Salud Pública. El texto de la ley es omnicomprensivo, es decir, 
puede dar lugar a que se tome una solución o la otra. Es más, yo estaba presente en la Comisión de 
Constitución y Legislación cuando los recibimos a ustedes y en su momento se trató el proyecto de 
ley. No recuerdo si en la versión taquigráfica quedó constancia sobre el tema de las prestaciones de 
salud porque las otras se imponían por sobre estas; las otras se resolvieron y estas han quedado un 
poco de lado. No recuerdo si en esa instancia ustedes plantearon en la Comisión este tema o no 
percibieron que esto podía ser un asunto que tuviera esta importancia. Recuerdo sí la discusión que 
hubo en la Comisión con relación a este proyecto de ley, que después se votó por unanimidad. 


SEÑOR GRISONI.- Lo que señala el señor Senador Moreira es una interpretación que, obviamente, no 
compartimos. Incluso, es por eso que estamos litigando con el Poder Ejecutivo. 


Por otro lado, pedimos disculpas si alguna persona se sintió ofendida o molesta. No es 
nuestra intención insultar ni agraviar a nadie, mucho menos cuando venimos a pedir apoyo. 
Representamos a un colectivo en el que hay compañeros de todas las vertientes, y nos sentimos muy 
orgullosos de eso. 


Seguiremos insistiendo y pediremos audiencia con algunos integrantes de esta Comisión 
para poder debatir, por ejemplo, con los Senadores Solari y Moreira, entre otros. No será la primera ni 
la última vez y de repente avanzamos y logramos lo que estamos pidiendo, esto es, que eleven nuestro 
planteo al Poder Ejecutivo para que lo reconsidere y lo estudie seriamente porque creemos que 
tenemos razón. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Como hemos dicho, tenemos el tema en agenda. 


Muchas gracias por la información brindada a la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de CRYSOL: Asociación de Ex Press PolíticiMs del 
Uruguay.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Federación Uruguaya de la Salud.) 


La Comisión de Salud Pública del Senado tiene el gusto de recibir a los representantes de la 
FUS, quienes se referirán a la situación de la intervención del Círculo Católico. 


Les pedimos disculpas, pero teníamos muchas entrevistas atrasadas por el análisis del 
Presupuesto Quinquenal y fue por ese motivo que decidimos recibir a todas las delegaciones en la 
tarde de hoy, aunque fuera con un tiempo acotado. En caso de que el tiempo no sea suficiente, pueden 
enviar un memorándum adicional que la Secretaría se encargará de hacer llegar a todos los señores 
Senadores. 


SEÑORA SOSA..- Integro la Mesa Gremial del Círculo Católico. 


Lo que nos trae acá es la preocupación y alarma pública que se generó a raíz de un artículo 
publicado en el diario El País el 23 de octubre, con el petitorio de Monseñor Cotugno queriendo 
intervenir el Círculo Católico. Por un lado, nos preocupan los 72.000 usuarios, que deben tener su 
asistencia -el Sistema Nacional Integrado de Salud debe funcionar en todas las instituciones por igual- 
y, por otro, los 1.900 puestos de trabajo. Estas declaraciones generaron una especie de alarma pero, 
además, en una delegación de médicos y no médicos se nos dijo que si el Círculo Católico cerraba, lo 
hacía por el Gobierno, y que llamaba poderosamente la atención cómo en el Gobierno anterior no 
hubo tantos problemas como ahora. 


Como el tiempo que tenemos es muy acotado, trajimos un informe escrito. Hemos recorrido 
distintos Ministerios como, por ejemplo, el de Educación y Cultura, y realizamos una asamblea con 
todos los trabajadores para que tomaran conocimiento de la situación actual. Debo decir que nos 
estamos chocando contra un poder muy fuerte y que Monseñor Cotugno realizó una declaración 
política muy dura. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Soy Secretario Ejecutivo del PIT-CNT y Secretario General de la Federación 
Uruguaya de la Salud. 


Simplemente quisiera agregar dos o tres cosas al planteo de la compañera. Estamos ante 
una situación paradójica porque una institución que no tiene problemas financieros ni asistenciales, que 
paga al día el salario a sus trabajadores, que cumple con todos los acuerdos laborales, se encuentra 
en una situación de tensión a partir de la declaración que hiciera hace unos dos meses el Arzobispo de 
Montevideo, referida a que el Círculo Católico debía ser intervenido en función de que se desviaba de 
sus principios y de sus orientaciones cristianas al poner en práctica los mecanismos que el Ministerio 
de Salud Pública entendió pertinentes mediante la Ley de Salud Sexual y Reproductiva y las metas 
asistenciales que deben cumplir las instituciones. 


Desde el punto de vista laboral, se creó una situación de tensión, pero no voy a aburrir a los 
señores Senadores con lo que han significado las intervenciones en las instituciones de salud, pues la 


mayor parte de ellas han terminado en el cierre. Esto no fue así en los casos de las mutualistas 
Impasa, Casa de Galicia y del Hospital Italiano, ya que en los últimos cinco años las intervenciones han 
tenido el carácter de corregir y ayudar a evitar el cierre de las instituciones. 


Tampoco tenemos ningún tipo de apreciación con respecto al carácter confesional de las 
instituciones. Como es historia en el movimiento sindical, somos respetuosos del pluralismo, pero nos 
parece un despropósito poner en cuestión a una institución que, como todo el sector, se encuentra ante 
un proceso de reacomodo, de cara al mal llamado “corralito mutual” que se abrirá en febrero del año 
próximo, generando el pasaje de afiliados de una institución a otra. Además, de ninguna manera se 
puede admitir que desde el punto de vista programático -ese siempre ha sido uno de los ejes de 
nuestro accionar- una decisión confesional haga que una institución esté en el ojo del huracán. Creo 
que esa es una actitud poco responsable. 


Hemos criticado en muchas instituciones -que luego tuvieron una crisis final- la incapacidad 
de sus directivos para dirigirlas. Siempre dijimos -y, en algunos casos, lo seguimos afirmando- que 
entre acto médico y acto médico, no se puede dirigir una mutualista y, en este caso, expresamos -con 
todo respeto- que entre Ave María y Padre Nuestro, no se puede dirigir una mutualista. 


Creo que si algo aprendimos quienes estamos de los dos lados de esta mesa, es que la 
profesionalización en la gestión de una institución de salud es un elemento clave y central. ¡Bastante 
discutimos este tema en el tiempo! 


Hoy estamos ante esta situación y el PIT-CNT pidió al señor Ministro de Educación y Cultura, 
Ingeniero Ehrlich, que participara en la Comisión que se creó para buscar una mediación a esta 
cuestión, y que está conformada por un sector de la Iglesia, que responde al Arzobispo de Montevideo, 
y un sector de afiliados, que responde a la Institución Círculo Católico. Se permitió que participara un 
delegado de los trabajadores del Círculo Católico y un representante del PIT-CNT. Ayer tuvimos 
nuestra primera reunión y se decidió abrir un compás de espera de una semana para tratar de llegar a 
algún acuerdo. En el caso de los trabajadores, íbamos a llevar adelante una medida de lucha que 
consistía en una movilización en la puerta del Círculo Católico el viernes de la semana que viene y, 
ante el pedido del Ministerio de Educación y Cultura, la suspendimos a la espera del resultado de esa 
negociación. Quiero aclarar que no tenemos ningún ánimo de hacer un incendio donde no lo hay; por el 
contrario, nuestra tarea como dirigente sindical es tratar es de evitar situaciones de conflicto que, en el 
caso de la salud, generalmente terminan muy mal. Pero también está claro que no vamos a resignar 
una posición después de luchar tanto tiempo por un Sistema Nacional Integrado de Salud -que 
puede ser discutible y perfectible- y por la estabilidad de nuestra fuente laboral, por una decisión 
exclusivamente confesional. Por lo tanto, así como no cuestionamos las posiciones de la Iglesia, o de 
alguno de los sectores que la integran, tampoco vamos a permitir que lo que tanto nos ha costado 
obtener sea puesto en cuestión, alegremente, por una decisión de ese tipo. Además, nosotros 
pensamos que en realidad detrás de todo esto hay una lucha de poder y que se está utilizando la 
aplicación de lo establecido en el Sistema Nacional Integrado de Salud y la posición de los propios 
trabajadores para dirimirla. En algunas cosas nosotros podemos ser arrebatados, pero tenemos 
algunos años en esto y no nos subimos a ningún palo podrido. Por esa razón, frenamos la movilización 
del día viernes, pero queremos dejar bien en claro que si nos siguen acorralando vamos a responder 
en la calle como tradicionalmente hacemos los trabajadores. 


SEÑOR SOLARI.- En realidad, no veo claramente cuál es la conexión entre la posición de la jerarquía 
de la Iglesia católica sobre algunos aspectos de los servicios de salud sexual y reproductiva, y lo que la 
delegación entiende como una amenaza a sus fuentes de trabajo. Quienes me conocen saben que mi 
familia ha estado vinculada al Círculo Católico de Obreros de Montevideo -que era el nombre original- 
desde hace más de 100 años. Mi padre falleció en esa mutualista el año pasado, habiendo sido socio 
de ella durante sus 96 años de vida, de manera que algo conozco de esa institución. No sé si habrá 
cambiado últimamente, pero en los estatutos del Círculo Católico de Obreros del Uruguay como 
asociación civil que fue aprobada por el Estado uruguayo, se reconoce una participación oficial de la 
Iglesia Católica en su Consejo Directivo. 


De manera que me parece que, por un lado, tenemos la decisión del Estado uruguayo de 
implementar determinadas políticas sobre salud sexual y reproductiva y, por otro, la decisión de las 
autoridades naturales de una institución de asistencia médica de ser fieles -en coincidencia o no con 
nuestro pensamiento- a sus convicciones filosóficas y religiosas. Pero no veo que de esa lucha se 
derive una amenaza, ni siquiera a mediano plazo, de la fuente de trabajo, porque además todos 


coincidimos en que esta institución tiene una situación económica, financiera, técnica y de percepción 
de sus afiliados y de sus trabajadores totalmente saneada y normal. Creo que mal le haría a la reforma 
de la salud y al Círculo Católico generar o aumentar un estado de alarma pública. 


En definitiva, considero que aquí hay un conflicto de principios que se debe dirimir con 
cuidado, no solamente en función de esta eventualidad, sino también de otras que seguramente se van 
a presentar, más temprano o más tarde. Estoy pensando en eventualidades que tienen que ver, por 
ejemplo, con la prolongación artificial de la vida, con la creación de vida por medios artificiales, 
etcétera. Estamos hablando de principios que son muy potentes en la creencia de la Iglesia Católica, 
pero sobre los cuales también tiene derecho a expresarse y establecer sus normas el Estado 
uruguayo, dentro de la convivencia democrática y constitucional. 


Por todas esas razones, les pido a nuestros invitados y, en la medida en que puedan, a sus 
compañeros, que se manejen en este tema con la máxima prudencia. Hay temas de fondo que son 
importantes de dirimir, además de una realidad asistencial que es favorable por el sacrificio de muchos, 
que hoy existe y que hay que tratar de aprovechar y mejorar para que el Círculo Católico pueda ser un 
actor importante en la reforma de la Salud que ha emprendido la sociedad uruguaya, como lo ha sido 
hasta ahora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que, más allá de la exhortación que hacía en forma personal el señor 
Senador, la alerta está dada por el tema de que la gente pretende que se les brinde el conjunto de 
prestaciones previstas. Evidentemente, existe la preocupación por cómo quedaría una institución frente 
a sus usuarios, o usuarias en muchos de los casos que estamos planteando, si no se implementan 
determinadas prestaciones que son parte de la letra de una ley que tiene aplicación nacional y mayor 
valor que otras normas de rango inferior. Por supuesto, siempre estaremos de acuerdo con que estos 
temas deben manejarse con equilibrio y creo que nuestros invitados han dado muestras de que vienen 
sosteniendo desde hace mucho tiempo esta situación, pero no tengo dudas de que hoy lo que se está 
implementando es la reglamentación de un marco legal, que es de aplicación en cualquiera de las 
instituciones, más allá de que puedan existir cuestiones confesionales. Pertenecemos a un Estado 
separado de la Iglesia Católica desde hace casi cien años y bien sabemos que en caso de que se 
planteen objeciones de conciencia, esto corresponde a las personas y no a las instituciones. 


Supongo que en algún momento se llegará a un acuerdo y que se podrán implementar todas 
las medidas relacionadas con la aplicación tanto de la ley como de determinadas disposiciones que el 
Poder Ejecutivo pretende llevar adelante para el desarrollo de sus metas asistenciales. 


SEÑOR FONTICIELLA.- Me gustaría saber si la participación institucional de la Iglesia en la dirección 
del Círculo Católico es de la Iglesia Católica como tal o de la Diócesis de Montevideo. 


SEÑORA NOCCA.- En primer lugar, creo que no se ha entendido nuestro planteo. Nosotros no hemos 
venido a discutir cómo está integrado el Círculo Católico, pero si es necesario podemos aportar la 
información al respecto. La institución está formada por el Directorio, compuesto por los socios, y como 
bien ha dicho el señor Senador Solari, el Estatuto establece la participación de un asesor pastoral. 


Como trabajadores de la salud estamos preocupados por que el Sistema Nacional Integrado 
de Salud se cumpla en todas las instituciones. 


Actualmente, el Círculo Católico es una institución que está saneada, pero cuando sufrimos la 
crisis de 1995 y de 2000 la Iglesia no puso un solo vintén. Nos llama la atención que Monseñor 
Cotugno esté provocando esta alarma pública, siendo que la institución está saneada, que no tiene 
deudas con los trabajadores y la Iglesia nunca estuvo presente. Como ya dijo mi compañero, el señor 
Bermúdez, esta situación comienza una vez que se permite el ingreso de los cónyuges, a lo que se 
agrega que en febrero se levanta el denominado “corralito”. 


Por otro lado, en el Círculo Católico -puedo dar fe de ello- no se atiende a la mayoría de los 
católicos. La institución creció por el FONASA y el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Como trabajadores hemos sido muy cuidadosos al momento de dirigirnos a Monseñor 
Cotugno, tratando de informarnos hasta dónde podía él hacer públicas sus consideraciones a través de 


los diarios en el sentido de que el Círculo Católico sería intervenido. Quiere decir que fuimos 
minuciosos y tratamos de rodearnos con compañeros que nos entendieran. Lo cierto es que tenemos 
una ley que nació para ser cumplida, y debemos apoyarla. Pero también es cierto que nadie puede 
estar por encima de la ley; esto debe quedar bien claro. Estamos en un compás de espera, tratando de 
informar a todos los ámbitos que nos sea posible, como en este caso el Parlamento, que nos preocupa 
mucho nuestra fuente de trabajo, pues si los usuarios del Círculo Católico no son respaldados, 
seguramente se van a ir para otras instituciones y nosotros no estamos dispuestos a permitirlo porque 
desde hace seis o siete años estamos dando nuestros salarios. Sin embargo, la Iglesia nunca apareció. 


Solo quiero agregar que somos muy respetuosos. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- El primer punto es dónde está el origen del problema. Para ilustrar a los 
señores Senadores voy a hacer referencia a un artículo de prensa publicado en la tapa del diario El 
País, del sábado 23 de octubre de 2010, donde se dice que Cotugno solicitó la intervención de la 
mutualista Círculo Católico y que respecto al aborto, reclamó la "remoción urgente" del presidente y 
toda la directiva de la institución. Si este artículo no hubiera salido en el diario, tal vez no tendríamos 
esta discusión. Luego, en una página interna se publican las siguientes expresiones incluidas en una 
carta de Monseñor Cotugno: “A comienzos del mes de agosto tuve conocimiento por los medios de 
comunicación social que el Círculo Católico había manifestado su total aceptación para implementar la 
Ley 18.426 que pide la obligatoria distribución de toda clase de métodos contraceptivos, inclusive los 
de carácter abortivo. Inmediatamente, de acuerdo a mi responsabilidad consignada en el Art. 105 de 
los Estatutos: “Todo proyecto de reforma deberá ser puesto a consideración de la Arquidiócesis de 
Montevideo, la cual podrá formular las observaciones y recomendaciones que estime convenientes. Si 
las observaciones referidas aludieran a temas doctrinales, éticos o fines de la Institución, deberán ser 
necesariamente respetadas.” Pido disculpas pero era necesario que lo leyera tal como figura en el 
diario El País. 


Otro punto a tener en cuenta es que hubo una Asamblea del Círculo Católico, donde se 
separó del poder al Presidente Honorario, Monseñor Cotugno, y al Asesor Pastoral, de acuerdo con 
una reforma estatutaria. Actualmente, en el ámbito del Ministerio de Educación y Cultura está en 
discusión esa reforma estatutaria y la Comisión que trabajará hasta el día viernes busca encontrar una 
salida política a este tema. En esa discusión nosotros somos oyentes -aunque quien nos conoce sabe 
que es difícil mantenernos callados- pero el problema comienza con las expresiones vertidas por el 
Arzobispo de Montevideo, que entiende que la institución Círculo Católico -por eso hay que ver bien la 
tapa del diario “El País”, del sábado 23 de octubre de 2010- tomó una decisión que va en contra de sus 
fundamentos y fines religiosos. Desde el año 1989 venimos diciendo que somos todos iguales ante la 
ley, y en este caso lo reafirmamos. Es claro que se está afectando la estabilidad de la Institución -el 
señor Senador Solari, en su condición de ex Ministro de Salud Pública y hombre de la salud de toda la 
vida, lo sabe perfectamente- aunque actualmente, por suerte, contamos con el Sistema Nacional 
Integrado de Salud que ha permitido el fortalecimiento con casi 1:800.000 uruguayos que han 
ingresado en las instituciones, lo que ha generado que esta mutualista, entre otras, logre una 
estabilidad que nunca había tenido. 


Nosotros también tenemos nuestra visión. Si bien no concordamos con el Poder Ejecutivo en 
relación con algunos puntos contenidos en esa ley; cuando estuvimos del otro lado de la mesa, la 
votamos y consideramos que en realidad el sistema se ha fortalecido, somos conscientes de que 
cualquier movida -y venimos de discutir situaciones muy difíciles en instituciones más grandes que el 
Círculo Católico- puede hacer tambalear este precario equilibrio económico. No queremos que los 
trabajadores terminen pagando la causa de la crisis como ha sucedido hasta ahora; nunca lo quisimos. 


Por lo tanto, nos parece irracional que en un momento de auge del sector, donde sobran 
recursos -finitos siempre, pero los hay para las instituciones- y está en marcha una reforma que 
avanza, surja un problema porque, con todo derecho, una institución por medio de su Estatuto resuelve 
que no se pueden aplicar determinadas directivas en virtud de sus fines cristianos. En definitiva, lo que 
se hizo, básicamente, fue separar a la Iglesia de la institución; si eso fue o no legal, lo determinará el 
Ministerio de Educación y Cultura. Nosotros decimos que si de aquí en más esto va a ser así, 
debemos recordar aquellos ejemplos de instituciones que fueron mal dirigidas por concepciones 
religiosas, políticas o comerciales. Por eso, esta película no la queremos volver a ver. 


Teniendo en cuenta que actualmente el movimiento sindical está en el ojo de la tormenta, y un 
día sí y otro también todo el mundo le pega porque parece que es la madre de todos los conflictos en 


el Uruguay, como integrantes del Secretariado Ejecutivo del PIT - CNT queremos aprovechar para decir 
que no pretendemos que se genere un conflicto en el Círculo Católico; que quede bien claro. Sin 
embargo, si se llega a una situación que afecte directamente el futuro de nuestra fuente laboral, lo 
lamentaremos, pero con la misma convicción que hemos tenido hasta ahora saldremos a la calle a 
hacer valer nuestros intereses. 


Por lo tanto, venimos a plantear a esta Comisión que nos dé una mano en todo lo que sea 
posible para destrabar esta situación, que no la provocamos los trabajadores, por el contrario, somos 
respetuosos de las confesiones de cada uno, pero el hecho de que estos temas se diriman en función 
de a qué santo le colocamos una vela no es nuestro problema. En consecuencia, la comprensión 
termina cuando empieza la preocupación sobre nuestro futuro. 


SEÑOR MOREIRA.- Estaba escuchando atentamente y me parece concluir que aquí hay un 
encuentro entre normas legales y estatutos de asociaciones civiles. En el caso del Círculo Católico es 
evidente que el estatuto no se adecua a lo que establece la ley -por lo menos, en lo que tiene que ver 
con la salud sexual y reproductiva- y según entiendo se está formulando otro para que sí se adecue. 
Ese parece ser uno de los caminos que se ha intentado recorrer. 


Por otro lado, parece que se ha solicitado al señor Ministro de Educación y Cultura -que es el 
competente en el caso de asociaciones civiles- que intervenga y que se ocupe de hacer gestiones en el 
Círculo Católico. De esta manera se encontraría la solicitud de intervención con la reforma de los 
Estatutos. 


Me imagino que estarán en camino a esa negociación; espero que prospere, porque no hay 
ningún estatuto que pueda desconocer la ley. Es claro que la ley es posterior al estatuto y que tampoco 
el estatuto podría haber contemplado esto cuando se redactó. Entonces me parece que se debería 
tomar una decisión inteligente y buscar compatibilizar esto, porque no parece ser un camino lógico que 
se intervenga una institución que tiene un equilibrio presupuestal, que sus números están bien y que 
cuenta con 72.000 usuarios. Estas decisiones generalmente se reservan para aquellas instituciones 
que tienen graves problemas -como pasó con el Hospital Italiano, Impasa, etcétera- sobre todo de 
índole económica. 


¡Ojalá se adecue de tal manera que todo lleve a feliz término! 


Una vez más reitero que no me parece que en este caso corresponda que la institución sea 
intervenida; no hay razones para sacar a los actuales directivos. ¡Ojalá que las cosas vayan por buen 
camino y se reestablezca la armonía entre las partes! Me parece que por un ejercicio de ponderación e 
inteligencia se puede lograr. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no entendí mal, formalmente hay una Comisión de Negociación. 
SEÑOR BERMÚDEZ.- Así es. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Se procedió a la solicitud concreta de intervención o no? 


SEÑOR BERMÚDEZ.- La solicitud ingresó al Ministerio de Educación y Cultura, que todavía no falló. 
Es un tema muy complejo y confieso que en asuntos vinculados a la Iglesia soy bastante neófito. 


Hay una Comisión que está funcionando y hay otra Comisión interna de la Iglesia y de la 
Asamblea del Círculo Católico que también están negociando. Parecería que en el día de ayer se 
intentó unificar esas dos Comisiones en una sola para que llegaran a una especie de acuerdo y se 
estableció hasta el viernes para que ambas partes buscaran y presentaran propuestas definitivas, para 
que ese día el Ministerio de Educación y Cultura tomara una decisión con respecto al tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que ha quedado muy claro el planteo. Sepan que estamos a las 
órdenes, y nos mantendremos en contacto a efectos de saber cómo continúa este tema. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Muchas gracias por la atención brindada. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación Uruguaya de la Salud.) 


(Ingresa a Sala la delegación de Enfermeros de la UCIN, CTI de niños del Pereira Rossell.) 


La Comisión de Salud Pública del Senado tiene mucho gusto en recibir a la delegación de 
Enfermeros de la UCIN, CTI de niños del Pereira Rossell. 


Quisiéramos aclarar que nuestro tiempo es relativamente acotado ya que, como estábamos 
abocados al Presupuesto, se acumularon varios pedidos de entrevistas; de todos modos, no queríamos 
dejar de recibirlos en la primera reunión posterior a la aprobación del Presupuesto. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Soy una de las enfermeras del grupo de la UCIN, del Hospital Pereira 
Rossell. 


Antes que nada, agradecemos la posibilidad que se nos brinda aquí de plantear nuestras 
inquietudes. Somos trabajadores de la salud dependientes de la Comisión de Apoyo de ASSE. Cuando 
nos comunicamos con ustedes -a través de llamadas telefónicas y mails- intentamos, justamente, tener 
esta oportunidad, porque queríamos plantear algunos hechos que suceden en nuestro Servicio y en las 
dependencias de la Comisión Interna. 


Queremos aclarar que intentamos venir acompañados también por alguna persona del 
sindicato de la Comisión Interna del Hospital Pereira Rossell, pero ellos no pudieron acudir y piden 
disculpas. [Es decir que estamos haciendo todo dentro de la vía de lo legal, en cuanto a que 
participamos a todas las comisiones involucradas. Debo decir que, cuando comenzamos a 
comunicarnos con ustedes, también lo hicimos con nuestros jefes directos del Departamento de 
Enfermería Pediátrica del Hospital Pereira Rossell. En definitiva, ustedes fueron los únicos que nos 
dieron una cita y nos convocaron, al menos para conocer nuestras inquietudes. 


A continuación queremos plantearles nuestros principales reclamos, que consideramos justos 
y viables y sobre los que, al menos, pensamos que se puede discutir acerca de una resolución al 
respecto. La mayoría de los funcionarios que trabajamos en la Comisión de Apoyo lo hacemos desde el 
año 1991; desde entonces, dicha Comisión ha cambiado su integración en diferentes etapas, pero más 
allá de eso, ya hace unos cuantos años que trabajamos para los Servicios de Salud del Estado. Eso 
nos ha llevado a pensar que deberíamos haber generado un derecho con respecto a la antiguedad, 
que no se nos tiene en cuenta ni con días de vacaciones aumentando la licencia anual, ni con el pago 
de salarios correspondientes a la antigúedad por años. 


Tampoco tenemos categorizaciones; se supone que una persona, para ingresar en un área 
especializada como Auxiliar de Enfermería, debería tener no menos que un grado ll. Sin embargo, en 
nuestra repartición el pago y la categorización es estándar, no se valoriza desde ningún punto de vista, 
excepto en cuanto a la exigencia técnica. 


En casi todos los rubros de la salud se pagan incentivos por áreas cerradas y especializadas 
y en algunos sectores del Hospital Pereira Rossell ya se ha comenzado a pagar, inclusive, en servicios 
menos complejos que el UCIN, que es el CTI pediátrico. 


Otro aspecto que nos preguntábamos era si no teníamos derecho a hacer un reclamo por 
concepto de trabajo insalubre, es decir, que se nos catalogue un año más por cada tres de trabajo por 
cumplir funciones en lugares donde, realmente, las condiciones son altamente contaminantes para el 
personal; tampoco se ha tenido en cuenta esto. 


También queríamos solicitar a los señores integrantes de esta Comisión -pido disculpas por 
leer esta exposición como si fuera un noticiero, pero lo hago por razones de tiempo- que se revise la 
posibilidad de otorgar a los Auxiliares de Enfermería el posgrado de especialización después de cinco 
años de trabajo en un servicio especializado, tal como sucede con los Licenciados en Enfermería y que 
brevemente también se hizo con los médicos. 


Algo fundamental para nosotros -tal vez deberíamos haber comenzado esta exposición por 
este punto- es la revisión de los aportes jubilatorios, ya que no pertenecemos al grupo de la Salud sino 
al 19, de “Baristas y Afines”, si no me equivoco. Esto ocasiona que, justamente, no seamos muy 
escuchados cuando realizamos reclamos, tanto a nivel de Comisión de Apoyo de ASSE como del 
sindicato; realmente, dentro de la salud somos trabajadores especializados pero, en el aspecto legal, 
somos híbridos. A los efectos de los aportes jubilatorios, es como si un barista trabajara dentro del CTI. 
Esto es fundamental para nosotros y tenemos mucho interés en que la situación se revea. 


Otro hecho que se ha ido dando en el transcurso del tiempo es que a iguales tareas se 
pagan salarios diferentes; dentro de un mismo rubro existen diferencias muy notorias entre los salarios, 
porque hay distintas designaciones. Se puede pertenecer al Ministerio de Salud Pública, a ASSE o a 
ambos organismos estatales simultáneamente. Eso determina la gran diferencia salarial que existe 
entre funcionarios con la misma tarea y del mismo sector. 


Otro aspecto que nos llama terriblemente la atención es que en este momento en nuestro 
servicio han quedado ociosas algunas camas porque no se han podido restablecer cargos de Médicos 
y Licenciados en Enfermería. Hubo jubilaciones y fallecimientos, así como cambios de 
denominaciones en las tareas. En virtud de que esos cargos no se han podido cubrir, de un total de 20 
Camas en este momento estamos trabajando con 15. Como dije, esto se debe a que no hay 
profesionales suficientes para cubrir los servicios. Quiero señalar además que para esos cargos 
profesionales que quedaron vacantes, no se han encontrado sustitutos. Sin embargo, cuando las 
licenciadas en Enfermería piden cambio de servicio, se les exige que alguien las sustituya, como si 
esto fuera obligación del funcionario. Esto ya lo hemos conversado con la Jefa de Servicio y, según nos 
ha dicho, para los primeros días de enero se concretaría un llamado abierto para cubrir cargos de 
Médicos Especialistas, aunque el problema es que la oferta no es muy tentadora. 


Por otra parte, en este tema está directamente involucrada nuestra fuente de trabajo, porque 
si el servicio sigue disminuyendo y no se reponen los pacientes, nos preguntamos hasta cuándo el 
Estado va a poder sostener a los mismos funcionarios con menos camas y pagando internaciones muy 
costosas en CTI privados. 


Traté de ser muy puntual; en síntesis, es lo que queríamos exponer. 


SEÑORA ARAGÓN.- Soy licenciada en Enfermería y quería hacer algunas puntualizaciones con 
respecto a nuestra situación, que en muchos aspectos es parecida a la que mencionó la compañera, 
pero con algunas diferencias. 


En el sector somos aproximadamente 30 licenciadas y en este momento tenemos ciertas 
diferencias salariales, porque algunas somos independientes, otras son dependientes y otras mixtas, 
ya que pertenecen al Ministerio y a ASSE. Esto hace difícil la convivencia, porque siempre estamos 
queriendo mejorar situaciones y eso determina que nos separemos, ya que de base tenemos 
diferentes sueldos. Si bien existe una relación de dependencia con el servicio, porque se nos ha fijado 
un horario y debemos regirnos por el reglamento, no tenemos los mismos derechos que otros 
trabajadores dependientes; me refiero, concretamente, al salario vacacional, al aguinaldo, a la 
nocturnidad y a la antiguedad. No percibimos ninguno de esos beneficios y, en este momento, somos 
los únicos que estamos en esa situación. Nuestro sueldo se ha visto disminuido notoriamente en el 
correr de estos años, porque tampoco se han respetado los convenios por contratos, y eso ha 
determinado que nuestro sueldo sea igual y hasta a veces menor que los de las licenciadas en piso. 
Esta realidad hace que una persona que ingresa a un servicio elija trabajar en uno menos complejo, lo 
que trae como consecuencia que nunca lleguemos a una dotación estable, y conste que no estamos 
hablando de lograr una situación óptima, sino simplemente aceptable, con licenciadas que podamos 
trabajar y cumplir nuestra tarea. Siempre estamos en falta numérica y eso trae que se retrasen 
ingresos porque somos pocas para cubrir la asistencia e, incluso, en algunos casos, hemos llegado a 
rechazarlos por falta de personal. 


Queremos hacer llegar nuestra inquietud a los señores Senadores con respecto a que en 
otras áreas, como por ejemplo la educación, los maestros tienen el derecho a jubilarse jóvenes, con 50 
años, porque el trabajo con niños es estresante, y hay que tener en cuenta que estamos hablando de 
niños sanos. Entonces, hay que imaginar lo que significa trabajar con niños enfermos, como es el caso 
de quienes integramos estos equipos de salud. En nuestro caso se trata de niños enfermos, que sufren 


y que tienen, además, un entorno familiar muy difícil. Nosotros nos jubilamos con 60 años, situación 
que muchos no resistimos, por lo que debemos retirarnos antes o buscar otras alternativas. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Lo principal a remarcar en esta instancia es el tema de las camas. No estamos 
ajenos al sindicato ni a la Federación, y estamos atentos a lo que es la reforma del Estado y a la nueva 
situación en que quedaríamos los funcionarios: de Comisión de Apoyo a estar incorporados en un 
futuro Presupuesto. Reitero, no estamos ajenos a ello. De lo que no estamos seguros es de si se nos 
van a reconocer los años que tenemos; en ello hay una falta de información importante. 


Particularmente, nuestro servicio es un CTI de niños de 20 camas, con una ampliación de seis 
más. Damos fe de que la tecnología de que disponemos allí no la tiene ningún sector privado, pero 
estamos internando a niños fuera de nuestro servicio por falta de personal. Entonces, si hablamos de 
un pasaje de personal y de una buena salud pública, creo que es importante tener en cuenta este 
aspecto. Más allá de eso, hay que reconocer a los funcionarios, entre ellos, algunas personas con 
muchísimos años de trabajo. Si bien nos vamos a jubilar igual, no estamos dentro del grupo de la salud 
y eso genera la pérdida de una gran cantidad de derechos. 


Lo que nos motivó a venir aquí es exponer esta situación; no sé si los señores Senadores la 
conocían o no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Son bien recibidas para realizar sus planteos, como todos los grupos de 
ciudadanos que sienten que deben hacer algún planteamiento de esta naturaleza, nada más ni nada 
menos relativo a sus condiciones de trabajo. Obviamente, la Comisión de Salud Pública no es la más 
competente en materia de condiciones laborales. No es que luego no trabajemos en conjunto pero, 
como entenderán, cuando se llega a esa instancia es porque cada Comisión especializada ya analizó 
el tema. De todas maneras, podemos hablar con los integrantes de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del Senado y enviarles la versión taquigráfica para poder ver qué caminos se pueden 
sugerir. 


Lo que sí es cierto es que no somos ajenos a que esto tiene un impacto sobre la calidad de 
la atención en salud y, como ustedes dicen, en muchos lugares se da la paradoja de que teniendo la 
mejor oferta sanitaria, la gente no se puede internar ahí porque el equipo de salud no está completo. Y 
esto, sin duda, lo vemos sistemáticamente en las dificultades que hay para conformar equipos de salud 
con toda la integralidad que deben tener. 


Salvo mejor opinión del resto de los compañeros de la Comisión, me parece que la validez 
de vuestro tema va a estar en algo que podemos hacer desde acá: trabajar en conjunto con los colegas 
de la otra Comisión. 


Hay un aspecto que me preocupa y es que cuando solicitaron la entrevista, manifestaron que 
no fueron recibidos por el representante de los trabajadores de ASSE, lo cual es llamativo porque, sin 
duda, la razón de ser de la representación es recoger del propio sector al cual se representa 
preocupaciones y motivaciones como las que ustedes tienen. Por otro lado, de parte de ustedes no hay 
un reconocimiento de sentirse amparadas en la Federación de Funcionarios de Salud Pública. Aquí 
tengo una duda: si es que no hay contacto con la Federación o si es que como vuestra condición no es 
dentro de la salud sino en un rubro diferente, no existe ese reconocimiento. Sí digo que desconocía la 
complejidad por pertenecer a otra categoría. 


SEÑOR MOREIRA.- Recogemos con mucho interés y atención lo que se nos ha expresado. La 
mayoría de ustedes no son funcionarios públicos, sino trabajadores de la actividad privada. El hecho de 
estar en ese grupo que no tiene nada que ver con lo de ustedes, me parece bastante increíble. En 
función de lo establecido en el proyecto de Ley de Presupuesto, van a transformarse en funcionarios 
públicos aquellos que aún no lo son, en tanto está prevista la creación de vacantes en forma 
escalonada durante dos años. Por supuesto, creo que es de estricta justicia reconocer la antigúedad y 
hacer las equiparaciones correspondientes cuando se procese. El proyecto de ley solo contempla la 
creación de vacantes pero imagino que después se tendrá en cuenta la trayectoria funcional porque, 
además, ustedes no son responsables de estar trabajando en esas condiciones. Esto es algo que se 
arrastra de hace muchos años y donde coexisten trabajadores públicos -algunos de Salud Pública y 
otros de ASSE- y otros de la actividad privada que dependen de estas Cajas de ayuda especiales y del 
Patronato del Psicópata en lo que refiere a la salud mental. 


Creo que en la actual integración del Directorio de ASSE el representante de los trabajadores 
más bien surge de los funcionarios de Salud Pública que, obviamente, pertenecen al sector público. He 
visto algunas manifestaciones de funcionarios, como ustedes, que pertenecen a esas Cajas especiales 
o Comisiones de Apoyo. Creo que eso va a resolverse porque cuando junto con el señor Senador 
Solari convocamos al señor Ministro de Salud Pública en régimen de Comisión General al Senado de 
la República, se nos dijo que se iba a enviar un proyecto de ley para asegurar la representación de los 
trabajadores y de los usuarios de Salud Pública en esa integración social que tiene el Directorio de 
ASSE. Espero que las cosas se corrijan y, en tal sentido, desde la oposición estaremos muy atentos 
para que sean bien representativos los dos delegados sociales, que hoy no lo son. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pueden ser delegados o delegadas. 
SEÑOR MOREIRA..- Esa es la visión de género de la Presidenta que no deja de recordármela. 


SEÑOR SOLARI.- Necesito unos segundos para recuperarme de su picardía. No sé si lo de delegado 
o delegada va en función de la representación de los funcionarios en el Directorio de ASSE, pero mejor 
lo dejamos por allí. 


Algunas de las preguntas que iba a formular ya fueron contestadas como, por ejemplo, en lo 
que tiene que ver con el número de camas y cuántas están ocupadas. De todos modos, les pediría 
alguna información adicional porque es importante para saber la dimensión del problema. 
Concretamente, quisiera saber cuántas de esas 20 camas que se han expandido en 6, en promedio, 
están ocupadas y cuántos pacientes son derivados afuera. La razón de la pregunta obedece a que se 
dio una situación similar en 1990, es decir, hace 20 años. Fue en ese entonces que, como mecanismo 
transitorio para el fortalecimiento del Centro de Cuidados Intensivos del Hospital Pereira Rossell, se 
creó el sistema de Comisiones de Apoyo a fin de tener mayor flexibilidad en la contratación del 
personal y para que esos pacientes que se asistían fuera pudieran hacerlo en el establecimiento, lo 
cual representaba mejores condiciones de trabajo a los funcionarios y un ahorro sustancial de recursos 
al Estado, o sea, a la población uruguaya. Hoy vemos que 20 años más tarde el sistema de 
Comisiones de Apoyo se ha vuelto rígido, ustedes no reciben los beneficios de la Seguridad Social a 
los que tendrían derecho y el Estado está gastando en la atención de esos mismos pacientes fuera del 
Hospital Pereira Rossell mucho más de lo que gastaría dentro de él. 


Por otro lado, quiero dejar sentado que la ley que establece la creación de ASSE establece 
que el Directorio estará integrado por cinco miembros, uno de los cuales es representativo de los 
usuarios. No se trata de que sea un representante sino de que es “representativo de”, es decir, alguien 
que tiene esas características. En este caso particular, siendo un dirigente gremial, no importa si son 
funcionarios públicos o no, desde mí punto de vista tendría que recibirlos y atenderlos. 


En tercer lugar, debo decir que en el proyecto de ley de Presupuesto se han aprobado 
recursos suficientes para ASSE para que se pueda regularizar la situación del personal -como es el 
caso de ustedes- que está trabajando bajo circunstancias especiales en la Comisión de Apoyo 068. 
Como integrante de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, me interesa en particular 
dar seguimiento a este tema para asegurarnos que esa situación que reclaman -y tienen derecho a 
hacerlo- tenga pronta solución. 


SEÑOR AGAZZI.- Agradezco que nos hayan acercado la información. Pueden sentir que esta es la 
Casa de ustedes; entonces, no se pongan nerviosas y digan lo que tengan para decir pues tienen todo 
el derecho de hacerlo como uruguayas. Además, tampoco se sientan el último orejón del tarro. Como 
decía el señor Senador Solari, en el proyecto de Presupuesto se previeron mecanismos para 
regularizar estas situaciones que llevan muchos años, que se crearon con una buena intención, 
aunque luego la vida las llevó a la situación actual. 


También quiero decirles que el ingreso será siempre por concurso y que en una parte se 
tendrán en cuenta los antecedentes, los méritos o la historia laboral. Por tanto, no tengan miedo, 
porque lo que aprendieron trabajando, de alguna manera será tenido en cuenta. Nosotros no estamos 
en contacto con quienes van a realizar los llamados -eso lo llevará adelante gente idónea en la 
materia-; sin embargo, les quiero dar un poco de tranquilidad. Uno tiene que estar nervioso cuando las 
situaciones objetivas son insuperables, pero este no es el caso. Quizás no hayan tenido la oportunidad 
de tener una instancia de diálogo en la que les explicaran los mecanismos, pero de pronto podemos 


ayudarlas con los vínculos que precisan para que las cosas salgan mejor. Quiero darles un mensaje 
tranquilizador respecto de su futuro porque la experiencia que tienen es importante para Uruguay y el 
país se la tiene que recompensar. Lo importante para el futuro es que nos tengan informados sobre 
cómo evoluciona la situación y nosotros asumimos el compromiso de hacer que el Sistema Nacional 
Integrado de Salud funcione mejor porque el pueblo asigna recursos para que este Sistema tenga 
mejores resultados. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Quería aclarar que esto surgió de reuniones con otros Centros, como el 
Hospital Español y el Hospital Maciel. Y el tema de la Federación y AFASE tiene que ver con una puja 
entre gremios que representan a los privados y a los públicos, y nosotros estaríamos un poco en medio 
de la situación, aunque tampoco estamos ajenos a los sindicatos. En cuanto al tema del representante 
de los trabajadores, no podemos decir cuáles fueron los motivos por los que no se nos recibió. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos por su presencia. 


Vamos a enviar la versión taquigráfica de la sesión a la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social -como verán, hay Senadores presentes que también integran la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social- para que se reparta entre los señores Senadores que la conforman. Por 
cualquier cosa, se pueden comunicar con la Secretaría e iremos viendo cómo se van dando los 
acontecimientos. 


(Se retiran de Sala la delegación de Enfermeros de la UCIN - CTI de niños del Pereira 
Rossell) 


Quiero dar cuenta de que la Dirección y la Comisión Honoraria de Administración y Ejecución 
de Obras de las Colonias de Asistencia Siquiátrica “Doctor Bernardo Etchepare” y “Doctor Santín 
Carlos Rossi” nos invitan el próximo viernes 17 a la hora 11 a la reinauguración de las obras de 
reciclaje del Pabellón 27 de la Colonia “Doctor Bernardo Etchepare”. 


Si los señores Senadores así lo desean, podemos dejar la invitación a la Secretaría para que 
consulte quiénes estarían en condiciones de concurrir. 


SEÑOR AGAZZI.- Yo puedo ir. 

SEÑOR MOREIRA.- En mi caso, no puedo concurrir. 
SEÑOR FONTICIELLA.- Yo tampoco. 

SEÑOR SOLARI.- No lo puedo definir ahora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo puedo concurrir. Dejamos a la Secretaría que haga la consulta 
respectiva a los dos miembros de la Comisión que hoy faltaron con aviso. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 26 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


